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    LA SUBDIRECTORA ADMINISTRATIVA Y FINANCIERA DEL MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA

  
        

En ejercicio de las facultades conferidas por la Resolución No. 4 0210 del 16 de junio de 2022 y 
en cumplimiento con lo establecido en la normatividad vigente, se permite expedir el presente 
acto administrativo de justificación de la contratación directa, al siguiente proceso a iniciarse 
en esta entidad: 

1. SEÑALAMIENTO DE LA CAUSAL QUE SE INVOCA.  
 
Que según el artículo 2º de la Constitución Política de Colombia, corresponde al Estado, entre 
otros fines esenciales, servir a la comunidad y promover la prosperidad general de los 
ciudadanos.  

  
Que el artículo 334 de la Constitución Política establece que (..) “la dirección general de la 
economía estará a cargo del Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación 
de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y 
consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la economía con 
el fin de conseguir en el plano nacional y territorial, en un marco de sostenibilidad fiscal, el 
mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las 
oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano. Dicho marco 
de sostenibilidad fiscal deberá fungir como instrumento para alcanzar de manera progresiva los 
objetivos del Estado Social de Derecho. En cualquier caso el gasto público social será prioritario. 
(..)”. (Negrilla fuera del texto).  

  
Que el artículo 336 de la citada norma, establece que (..) “Ningún monopolio podrá establecerse 
sino como arbitrio rentístico, con una finalidad de interés público o social y en virtud de la ley. 
(..)”.  
  
Que el artículo 365 de la Constitución Política establece que los servicios públicos son 
inherentes a la finalidad social del Estado y es deber de éste asegurar su prestación eficiente 
a todos los habitantes del territorio nacional.  
  
Que de conformidad con lo previsto en los artículos 1°, 2° y 4° de la Ley 142 de 1994, la 
prestación del servicio público domiciliario de energía eléctrica y sus actividades 
complementarias constituyen servicios públicos esenciales y el Estado intervendrá en los 
mismos a fin de, entre otros, garantizar la calidad del bien objeto del servicio público y su 
disposición final para asegurar el mejoramiento de la calidad de vida de los usuarios, así como 
su prestación continua, ininterrumpida y eficiente.  
  
Que en los términos del literal f) del artículo 3º de la Ley 143 de 1994, le corresponde al Estado 
alcanzar una cobertura en los servicios de electricidad a las diferentes regiones y sectores del 
país, que garantice la satisfacción de las necesidades básicas de los usuarios de los estratos 1, 
2 y 3 y los de menores recursos del área rural, a través de los diversos agentes públicos y 
privados que presten el servicio.   

  
Que de conformidad con el literal a) del artículo 4º de la Ley 143 de 1994, corresponde al Estado 
en relación con el servicio de electricidad, como objetivo en el cumplimiento de sus funciones, 
entre otras, abastecer la demanda de electricidad de la comunidad bajo criterios económicos y 
de viabilidad financiera, asegurando su cubrimiento en un marco de uso racional y eficiente de 
los diferentes recursos energéticos del país.   

  
Que el artículo 6 de la Ley 143 de 1994 señala que las actividades relacionadas con el servicio 
de electricidad se rigen, entre otros, por los principios de eficiencia y equidad, definiéndose el 
primero como aquel que obliga a la correcta asignación y utilización de los recursos de tal forma 
que se garantice la prestación del servicio al menor costo económico. En cuanto al principio de 
equidad, el Estado debe propender por alcanzar una cobertura equilibrada y adecuada en los 
servicios de energía en las diferentes regiones y sectores del país, para garantizar la satisfacción 
de las necesidades básicas de toda la población.  
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Que la Ley 788 de 2002 en su artículo 105 creó el Fondo de Apoyo Financiero para la 
Energización de las Zonas Rurales Interconectadas – FAER, la cual se encuentra reglamentada 
por el Decreto 1073 de 2015 , el cual dispone en su artículo 2.2.3.3.1.3 que “Los recursos (…) así 
como los rendimientos generados en su inversión temporal, se utilizarán para financiar planes, 
programas o proyectos de inversión priorizados para la construcción e instalación de nueva 
infraestructura eléctrica en las zonas rurales interconectadas, que permita ampliar la cobertura 
y procurar la satisfacción de la demanda de energía”.  

  
Que la vigencia de dicho Fondo fue extendida por la Ley 1376 de 2010, hasta el 31 de diciembre 
de 2018, de igual forma a través de la mencionada norma se amplió el objeto de inversión de 
los recursos del mismo, permitiendo su destinación a electrificación rural que tenga asociada 
líneas de interconexión de media tensión y subestaciones de distribución, con lo cual se 
incrementa la confiabilidad, calidad y se amplía la cobertura y continuidad del servicio en las 
zonas interconectadas.  
  
Que el artículo 190 de la Ley 1753 de 2015 “Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018”, estableció 
la obligación del Gobierno Nacional de expedir la reglamentación referente a la focalización, 
adjudicación y seguimiento, entre otros, los recursos de FAER, así como el procedimiento para 
declarar incumplimientos, imponer multas y sanciones y hacer efectivas las garantías que se 
constituyan en el marco de la ejecución de los recursos del FAER, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 39 de la Ley 142 de 1994.  
  
Que la vigencia de dicho Fondo fue extendida por el artículo 21 de la Ley 1955 de 2019, hasta el 
31 de diciembre de 2030.   

  
En desarrollo de lo anterior, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1623 de 2015 “Mediante el 
cual se modifica y adiciona el Decreto 1073 de 2015” y el Decreto 1513 de 2016 “Por el cual se 
modifica el Decreto 1073 de 2015 en lo relacionado con lineamientos de política pública en 
materia de expansión de la cobertura del servicio de energía eléctrica”  

  
Que el artículo 2.2.3.3.1.14 del Decreto 1073 de 2015 dispuso que las inversiones que se efectúen 
con los recursos del Fondo FAER tendrán como titular a la Nación – Ministerio de Minas y 
Energía.   

  
Que, con fundamento en las anteriores consideraciones, el Comité de Administración del Fondo 
del FAER – CAFAER, creado por el artículo 2.2.3.3.1.4 del Decreto 1073 de 2015 tiene como 
funciones aprobar, objetar e impartir instrucciones y recomendaciones sobre los planes, 
programas o proyectos que hayan sido presentados para financiación con cargo a los recursos 
del mencionado Fondo. Por lo anterior, dicho Comité en reunión realizada el 29 de mayo de 
2023, según consta en el Acta CAFAER N° 62, aprobó, entre otros, el proyecto de electrificación 
rural relacionado en el Anexo 1 “REPOSICIÓN, REHABILITACIÓN Y MODERNIZACIÓN DE REDES 
DE DISTRIBUCIÓN Y SUBESTACIONES EN ZONAS DE DIFICIL GESTIÓN PARA MEJORAR LA 
CALIDAD DEL SERVICIO OFRECIDO POR ENERGUAVIARE S.A. E.S.P. EN MUNICIPIOS DEL 
GUAVIARE Y SUR DEL META” del presente Contrato.  
  
Que con dicho proyecto se pretende ampliar la cobertura, mejorar la calidad y continuidad del 
servicio y satisfacer la demanda de energía en las zonas interconectadas mediante la ejecución 
de recursos del Fondo de Apoyo Financiero para la Energización de las Zonas Rurales 
Interconectadas - FAER.  

  
Que el artículo 2.2.3.3.1.13 del Decreto 1073 de 2015, confiere al Ministerio de Minas y Energía o 
a quien éste delegue, la facultad de ejecutar los recursos del FAER, los cuales son considerados 
como de inversión social.  
  
Que el artículo 3° del Decreto 099 de 2021 modificó el Artículo 2.2.3.3.1.3. del Decreto 1073 de 
2015, en lo concerniente a la destinación de recursos contentivos en el artículo 105 de la Ley 
788 de 2022, así como los rendimientos generados en su inversión temporal, los cuales se 
utilizarán para financiar planes, programas o proyectos de inversión priorizados para la 
construcción e instalación de nueva infraestructura eléctrica en las zonas rurales 
interconectadas, que permita ampliar la cobertura y procurar la satisfacción de la demanda de 
energía.   
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Que el numeral 3 del Artículo 2.2.3.3.1.10 del Decreto 1073 de 2015, reglamenta que (..)” El MME 
podrá, mediante resolución, desarrollar el funcionamiento de convocatorias para la construcción 
de proyectos para ampliación de cobertura. En dicha resolución se definirán las calidades de los 
participantes, el proceso de convocatoria y asignación, el esquema de garantías, los requisitos 
técnicos de los proyectos, las condiciones de los contratos a celebrar con adjudicatarios y el 
esquema de interventoría, entre otros.(..)”.  

  
Que mediante Resolución 4 0379 del 16 de mayo de 2023, el Ministerio de Minas y Energía 
estableció nuevos parámetros para la asignación de recursos del FAER, los cuales deben 
replantearse para ajustarlos a las disposiciones normativas de mayor jerarquía.  
  
Que mediante Resolución 40604 de fecha del 05 del mes de octubre de 2023, modifica la 
Resolución MME 4 0379 de 2023, adicionando los costos de interventoría para la 
implementación de los proyectos de inversión.  

  
Que el OPERADOR DE RED, atiende el mercado de comercialización de las localidades en las 
cuales se desarrollará el proyecto de electrificación objeto de este contrato, para lo cual la 
Comisión de Regulación de Energía y Gas – CREG actualizó el costo anual de uso de los activos 
del nivel de tensión de 4 de los cargos por uso mediante la resolución CREG 045 de 2003.   
  
Que la Comisión de Regulación de Energía y Gas - CREG, mediante concepto MME CREG - 628 
DE 95/05/16, ha señalado que “La transmisión y la distribución comprenden actividades de 
transporte de energía por redes públicas, comprenden monopolios naturales (…)”.  De lo anterior, 
es necesario señalar que la figura del monopolio natural es entendida como aquella situación 
en la cual sólo una persona puede prestar el servicio como resultado de una condición propia 
del mercado y no por una imposición resultante de una disposición regulatoria o legal.  

  
Que el Reglamento de Distribución establecido mediante Resolución CREG 070 de 1998 indica 
en el numeral 3.2.2: “El OR es responsable de elaborar el Plan de Expansión del Sistema que 
opera de acuerdo con el Plan Estratégico, el Plan de Acción y el Plan Financiero de que trata la 
resolución CREG 005 de 1996. El Plan de Expansión del OR deberá incluir todos los proyectos que 
requiera su Sistema, considerando solicitudes efectuadas por terceros y que sean viables en el 
contexto de su plan financiero”. Igualmente el numeral 3.2.3 señala: “El OR es el responsable 
por la ejecución del plan de expansión de la red que opera, definido de acuerdo con lo 
establecido en el numeral anterior, en relación con la construcción de nuevas líneas, 
subestaciones y equipos que tengan carácter de uso general”. Adicionalmente en el numeral 
4.3.2 se determina que “Las especificaciones de diseño de las redes deberán cumplir con las 
normas que hayan adoptado los OR, siempre y cuando no contravengan lo dispuesto en este 
Reglamento, sean de conocimiento público y su aplicación no sea discriminatoria”.  

  
Que la CREG en Resolución 097 de 2008, modificada por la Resolución CREG 015 de 2018, definió 
al OPERADOR DE RED como la: “Persona encargada de la planeación de la expansión, las 
inversiones, la operación y el mantenimiento de todo o parte de un STR o SDL, incluidas sus 
conexiones al STN. Los activos pueden ser de su propiedad o de terceros. Para todos los 
propósitos son las empresas que tienen cargos por uso de los STR o SDL aprobados por la 
CREG. El OR siempre debe ser una empresa de servicios públicos domiciliarios. La unidad 
mínima de un SDL para que un OR solicite cargos por uso corresponde a un municipio”.  

  
Que la ejecución, operación y adecuado funcionamiento de los proyectos propuestos por el 
OPERADOR DE RED en su Plan de Expansión de Cobertura, será responsabilidad exclusiva de él 
mismo. Al respecto, el artículo 2.2.3.3.1.12 del Decreto 1073 del 2015 señala que, una vez 
concluidas las obras contempladas para el plan, programa o proyecto, el OPERADOR DE RED 
correspondiente energizará los activos y asumirá la administración, operación y mantenimiento 
de la infraestructura construida.   

  
Que el Representante Legal del OPERADOR DE RED, suscribió los respectivos avales técnicos y 
financieros de los proyectos objeto de este Contrato, en los que adicionalmente se compromete 
a realizar las actividades de administración, operación y mantenimiento y la reposición de la 
infraestructura contemplada en los proyectos, así como a realizar la comercialización de la 
energía eléctrica requerida por los nuevos clientes de acuerdo con la regulación vigente.  
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Que la Dirección de Energía Eléctrica del Ministerio de Minas y Energía, en escrito con radicado 
MME No. 2012 042581 del 08/08/2012, considera entre otros aspectos que: (…) i) “3. Asimismo, 
la CREG ha definido en el Artículo 1 de la Resolución CREG 097 de 2008, mediante la cual se 
aprueban los principios generales y la metodología para el establecimiento de los cargos por 
uso de los Sistemas de Transmisión Regional y Distribución Local para el período tarifario 2009 
a 2013, lo siguiente: "OPERADOR DE RED de STR y SDL (OR). Persona encargada de la planeación 
de la expansión, las inversiones, la operación y el mantenimiento de todo o parte de un STR o 
SDL, incluidas sus conexiones al STN. Los activos pueden ser de su propiedad o de terceros. Para 
todos los propósitos son las empresas que tienen Cargos por Uso de los STR o SDL aprobados 
por la CREG. El OR siempre debe ser una Empresa de Servicios Públicos Domiciliarios. La unidad 
mínima de un SDL para que un OR solicite Cargos de Uso corresponde a un Municipio."  Esto 
implica cualquier localidad perteneciente a una cabecera municipal con servicio eléctrico debe 
ser atendida por el OPERADOR DE RED – OR de dicha cabecera. En el caso de los proyectos 
FAER que interconectan la zona resto de las cabeceras (veredas, inspecciones y corregimientos) 
es claro que quien debe atender las actividades de administración, operación y mantenimiento 
– AOM, y por supuesto la construcción de la nueva infraestructura, debe ser el OPERADOR DE 
RED del mercado de comercialización. (…)” y ii) “(…) De este modo se puede asegurar el 
cumplimiento de los requisitos técnicos que imponen los Operadores de Red a quienes deseen 
conectarse a sus redes, sin tener las dificultades e ineficiencias que surgen cuando terceros 
diferentes al OPERADOR DE RED del mercado de comercialización, beneficiado con el nuevo 
proyecto FAER (…)  son quienes administran los aportes de los Fondos (…). De no ser así, pueden 
surgir diferencias y dificultades para que las obras, como ha ocurrido anteriormente una vez 
construidas, sean recibidas para la utilización inmediata por los operadores de los activos 
construidos, y para el desarrollo del AOM avalado cuando el proyecto fue presentado para 
obtener recursos de financiación, así como la reposición futura de los equipos”.  
  

Que adicionalmente el artículo 39 de la ley 142 de 1994 modificado por el artículo 4 de la ley 
689 de 2001 “Contratos especiales” establece  que, para gestión de los servicios públicos se 
autoriza la celebración, entre otros, de los siguientes contratos especiales:  (…) 39.3 “Contratos 
de las entidades oficiales para transferir la propiedad o el uso y goce de los bienes que destina 
especialmente a prestar los servicios públicos; o concesiones o similares; o para encomendar a 
terceros cualquiera de las actividades que ellas hayan realizado para prestar los servicios 
públicos; o para permitir que uno o más usuarios realicen las obras necesarias para recibir un 
servicio que las entidades oficiales estén prestando; o para recibir de uno o mas usuarios el valor 
de las obras necesarias para prestar un servicio que las entidades oficiales estén prestando; o 
para pagar con acciones de empresas los bienes o servicios que reciban. 

(…)"Parágrafo. Salvo los contratos de que tratan el parágrafo del artículo 39 y el numeral 39.1 
de la presente ley, todos aquellos a los que se refiere este artículo se regirán por el derecho 
privado. 

Los que contemplan los numerales 39.1, 39.2 y el 39.3 no podrán ser cedidos a ningún título, ni 
podrán darse como garantía, ni ser objeto de ningún otro contrato, sin previa y expresa 
aprobación de la otra parte. 

Cuando cualquiera de los contratos a que este capítulo se refiere permitan al contratista cobrar 
tarifas al público, que estén sujetas a regulación, el proponente debe incluir en su oferta la 
fórmula tarifaria que aplicaría". 

 Que teniendo en cuenta que el objeto del contrato es la ampliación de la cobertura, el 
mejoramiento de la calidad y continuidad del servicio y la satisfacción de la demanda de energía 
en las zonas interconectadas ubicadas en el Mercado de Comercialización del OPERADOR DE 
RED, se requiere que una vez construidos y energizados los activos destinados a la prestación 
del servicio, sean aportados al OPERADOR DE RED para su Administración, Operación y 
Mantenimiento, y si es del caso, que el OPERADOR DE RED realice su reposición, para lo cual 
se aplicará la regulación expedida sobre la materia.  

  
Que el artículo 87.9 de la ley 142 de 1994 fue modificado por el artículo 143 Ley 1151 de 2007 y 
el artículo 99 de la Ley 1450 de 2011, señalando que: “las entidades públicas podrán aportar 
bienes o derechos a las empresas de servicios públicos domiciliarios, siempre y cuando su valor 
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no se incluya en el cálculo de las tarifas que hayan de cobrarse a los usuarios y que en el 
presupuesto de la entidad que autorice el aporte figure este valor. Las Comisiones de Regulación, 
establecerán los mecanismos necesarios para garantizar la reposición y mantenimiento de estos 
bienes. Lo dispuesto en el presente artículo no es aplicable cuando se realice enajenación o 
capitalización respecto de dichos bienes o derechos”.   
  
Que el MINISTERIO mediante oficio No. 2-2023-032200 de fecha 24 de octubre de 2023, 
teniendo en cuenta que el OPERADOR DE RED presentó el mismo a la UPME, la cual emitió 
“Concepto de Evaluación Favorable”, puso a consideración del mismo la suscripción del 
contrato de administración de recursos y AOM por considerar viable la ejecución de dicho 
proyecto por parte de esta Empresa.  

  
Que en respuesta de lo anterior, la empresa Empresa de Energía Eléctrica del Departamento 
Del Guaviare S.A. E.S.P – ENERGUAVIARE manifestó su aceptación para celebrar el contrato 
para la ejecución del proyecto “REPOSICIÓN, REHABILITACIÓN Y MODERNIZACIÓN DE REDES DE 
DISTRIBUCIÓN Y SUBESTACIONES EN ZONAS DE DIFICIL GESTIÓN PARA MEJORAR LA CALIDAD 
DEL SERVICIO OFRECIDO POR ENERGUAVIARE S.A. E.S.P. EN MUNICIPIOS DEL GUAVIARE Y SUR 
DEL META”. 

 
Que el MINISTERIO con el fin de llevar a cabo la ejecución de los proyectos mencionados, los 
cuales benefician a las comunidades de las áreas de influencia de los mismos y para el logro 
de los fines esenciales del Estado tales como la ampliación de la cobertura y la satisfacción de 
la demanda; suscribe el presente Contrato interadministrativo con fundamento en la Ley 142 
de 1993, la Ley 788 de 2002, el Decreto 1073 de 2015, el Decreto 1083 de 2015,  el Decreto 1623 
de 2015 y el Decreto 1513 de 2016.  
 
Que el Artículo 2.2.3.3.1.10 del Decreto 1073 de 2015, reglamenta que:  
 
“La aprobación de proyectos de expansión de la cobertura en el SIN a ser financiados con 
recursos del FAER, sin que por ello deba limitarse exclusivamente a esta fuente de financiación, 
podrá realizarse por el MME, previa viabilidad técnica y financiera efectuada por la UPME, 
mediante alguno(s) de los siguientes mecanismos: 

1. Proyectos presentados por los OR a la CREG y que no serán remunerados mediante los cargos 
de distribución: El MME podrá asignar a los OR la construcción y operación de los proyectos de 
que trata el numeral 4 del artículo 2.2.3.3.1.9. del presente decreto y no podrá trasladar su costo 
a la tarifa, de conformidad con el artículo 87.9 de la Ley 142 1994. 

Respecto de estos proyectos los OR tendrán las mismas obligaciones a que se refiere el 
subnumeral 3.4 del numeral 3 del artículo 2.2.3.3.1.9 de este decreto y aquellas que determine el 
MME mediante resolución. 

2. Proyectos presentados por los OR a la UPME para asignación de recursos del FAER: El MME, 
en aplicación de lo dispuesto por el artículo 2.2.3.3.1.4. del presente Decreto, podrá aprobar para 
su financiación proyectos que hubieren sido viabilizados técnica y financieramente por la UPME. 

3. Proyectos adjudicados mediante convocatorias que podrán ser realizadas por el MME o la 
entidad delegada por este. El MME podrá, mediante resolución, desarrollar el funcionamiento de 
convocatorias para la construcción de proyectos para ampliación de cobertura. En dicha 
resolución se definirán las calidades de los participantes, el proceso de convocatoria y 
asignación, el esquema de garantías, los requisitos técnicos de los proyectos, las condiciones de 
los contratos a celebrar con adjudicatarios y el esquema de interventoría, entre otros. 

Los participantes podrán ser personas jurídicas u OR que reúnan los requisitos que para tal 
efecto señale el MME. 

4. Proyectos estratégicos por su impacto económico o social. El MME, en aplicación de lo 
dispuesto por el artículo 2.2.3.3.1.4. del presente Decreto, podrá aprobar para su financiación 
proyectos necesarios para el cumplimiento de metas o programas nacionales, o que se 
consideren estratégicos por su afectación económica o social, los cuales serán revisados por la 
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UPME a solicitud del MME, con el fin de que esta entidad les imparta viabilidad técnica y 
financiera. 

PARÁGRAFO .- Los OR a cuyos activos se conecten las obras resultantes de la construcción de 
los proyectos financiados con recursos FAER, deberán energizar los mismos y adelantar las 
labores de administración, operación y mantenimiento, sin que les sea posible exigir requisitos 
técnicos distintos de los establecidos en el RETIE y en sus propias normas técnicas. 

Teniendo en cuenta que la prestación del servicio de energía es de carácter público y es esencial 
y que es deber del Estado garantizarlo y que en virtud del principio de coordinación y 
colaboración establecido en la Ley 489 de 1998 articulo 6, las entidades estatales deberán 
facilitar el ejercicio de las funciones entre ellas, con el objetivo de lograr las finalidades del 
Estado Social de Derecho, que, para el presente caso, se traducen en la prestación del servicio 
público de energía Eléctrica se suscribirá un contrato interadministrativo.  
 
El artículo 2.2.3.3.1.13 del Decreto 1073 de 2015, confiere al Ministerio de Minas y energía o a 
quien éste delegue, la facultad de ejecutar los recursos del FAER, Los cuales son considerados 
como de inversión social.  
 
En tal sentido, a través de la Resolución 4 0379 del 16 de mayo de 2023, el Ministerio de Minas 
y Energía estableció en el artículo 2 y 3 de dicha resolución, lo siguiente:  
 

“ARTÍCULO 2. MECANISMOS DE PRESENTACIÓN DE PROYECTOS FINANCIABLES CON RECURSOS 
DE FAER. Los proyectos a ser financiados con recursos del FAER. podrán presentarse de 
conformidad con lo descrito en el Articulo 2.2.3.3.1.10 del Decreto 1073 de 2015. 

PARAGRAFO 1. En el evento en el que el Ministerio de Minas y Energía adopte el mecanismo 
contemplado en el numeral 3 del Artículo 2.2.3.3.1.10 del Decreto 1073 de 2015; el Ministerio 
mediante resolución establecerá los parámetros de dicha convocatoria.  

ARTÍCULO 3. PRESENTACIÓN DE PROYECTOS FINANCIADOS CON RECURSOS FAER. Están 
facultados para presentar planes, programas o proyectos de inversión priorizados para la 
construcción e instalación de nueva infraestructura eléctrica en las zonas rurales 
interconectadas, el Operador de Red de energía eléctrica y el Instituto de Planificación y 
Promoción de Soluciones Energéticas para las Zonas No Interconectadas - IPSE.  

PARAGRAFO 1. Las Entidades Territoriales podrán presentar proyectos de ampliación de 
cobertura de energía eléctrica en el Sistema Interconectado Nacional, siempre y cuando cuenten 
con el Aval técnico y financiero para su ejecución y operación en la etapa de Administración, 
Operación y Mantenimiento (AOM) por parte del Operador de Red de la zona de influencia del 
proyecto 

Así mismo el parágrafo del artículo 9 de la citada Resolución consagra:  
 
PARAGRAFO 1: Se dará prioridad al Operador de Red de la zona de influencia para que ejecute 
el proyecto y en caso de no estar interesado en la ejecución de estos proyectos, deberá suscribir 
una carta de compromiso que autorice la conexión, energización y la suscripción del convenio 
con el Ministerio para adelantar la Administración Operación y Mantenimiento, previa la 
suscripción del contrato con el ejecutor del proyecto. 
 
Para el caso que nos ocupa, se verificó técnicamente que ENERGUAVIARE es el operador de red 
de la zona de influencia donde se ejecutará el proyecto. Dado que, en la base de datos de la 
Superintendencia de Servicios Públicos se evidencia que el Operador de Red de la zona es 
ENERGUAVIARE S.A. E.S.P. 
 
De la composición accionaria de ENERGUAVIARE S.A. E.S.P., se desprende que sus accionistas 
son las siguientes Entidades Territoriales: 
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1. Gobernación del Departamento de Guaviare con un porcentaje de 
participación del 92.11%,  

2. Alcaldía del municipio de San José del Guaviare con un porcentaje de 
participación del 5.91%  

3. Y una participación minoritaria del 1.98%, de otros accionistas.  
 
Lo que se traduce en que el 50% de aportes de capital de la empresa es público, y, de 
conformidad con lo dispuesto en el numeral 14.6 del artículo 14, “Empresa de servicios públicos 
mixta. Es aquella en cuyo capital la Nación, las entidades territoriales, o las entidades 
descentralizadas de aquella o éstas tienen aportes iguales o superiores al 50%”. En tal sentido, 
ENERGUAVIARE S.A E.S.P es una empresa de servicios públicos mixta. 
 
Respecto a la naturaleza jurídica de las empresas de servicios públicos domiciliarios, el artículo 
17 de la Ley 142 de 1994, señaló que: “Las empresas de servicios públicos son sociedades por 
acciones cuyo objeto es la prestación de los servicios públicos de que trata esta Ley.” 
 
Por tratarse de un Contrato Interadministrativo la naturaleza jurídica de la contraparte 
necesariamente debe ser pública, así mismo, teniendo en cuenta el objeto del contrato sus 
actividades deben estar relacionadas con directamente con el objeto social de ENERGUAVIRE. 
 
ENERGUAVIARE tiene dentro de su objeto social, la prestación de servicio domiciliario de energía 
eléctrica regulado en las leyes 142 y 143 de 1994 y las normas que la complementan y modifican, 
y ejecutar los actos complementarios de dicha prestación.  
 
El literal a) del numeral I del artículo 2 de la Ley 80 de 1993, define las entidades estatales así: 
"La Nación, las regiones, los departamentos, las provincias, el Distrito Capital y los distritos 
especiales, las áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios, los territorios indígenas y 
los municipios; los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del 
Estado, las sociedades de economía mixta en las que el Estado tenga participación superior al 
cincuenta por ciento (50%), así como las entidades des centralizadas indirectas y las demás 
personas jurídicas en las que exista dicha participación pública mayoritaria, cualquiera sea la 
denominación que ellas adopten, en todos los órdenes y niveles. B. El Senado de la República, 
la Cámara de Representantes, el Consejo Superior de la Judicatura General de la Nación, la 
Registraduría Nacional del Estado Civil, los ministerios, los Departamentos Administrativos, las 
Superintendencias, las unidades administrativas especiales y, en general, los organismos o 
dependencias del Estado a los que la Ley otorgue capacidad para celebrar contratos (…)”. 
 
El artículo 13 de la Ley 80 dispone: "Los contratos que celebren las entidades a que se refiere 
el artículo 2 del presente estatuto se regirán por las disposiciones comerciales y civiles 
pertinentes, salvo las materias particularmente reguladas en esta Ley". Ahora, cuando dos 
entidades estatales celebran contratos entre ellas, se está en presencia de los denominados 
contratos interadministrativos, caso en el cual la Ley 80, reformada por la Ley 1150 de 2007, 
ordena que deberá acudirse al mecanismo de la contratación directa. Sobre este punto, el 
numeral 4 literal c, del artículo 2 de esta última Ley, establece: "4. Contratación directa. La 
modalidad de selección de contratación directa solamente procederá en los siguientes casos: 
 
(…) “c) Contratos Interadministrativos, siempre que las obligaciones derivadas de los mismos 
tengan relación directa con el objeto de la entidad ejecutora señalado en la Ley o en sus 
reglamentos. Se exceptúan los contratos de obra, suministro, prestación de servicios de 
evaluación de conformidad respecto de las normas o reglamentos técnicos, encargos fiduciarios 
y fiducia pública cuando las instituciones de educación superior públicas o las Sociedades de 
Economía Mixta con participación mayoritaria del Estado, o las personas jurídicas sin ánimo de 
lucro conformadas por la asociación de entidades públicas, o las federaciones de entidades 
territoriales sean las ejecutoras. Estos contratos podrán ser ejecutados por las mismas, siempre 
que participen en procesos de licitación pública o contratación abreviada de acuerdo con lo 
dispuesto por los numerales 1 y 2 del presente artículo.” 
 
Así mismo, el artículo 40 de la Ley 80 de 1993, faculta expresamente a las entidades para 
celebrar los contratos y acuerdos que permitan la autonomía de la voluntad y requieran el 
cumplimiento de los fines estatales, permitiendo de esta forma promover la capacidad de 
gestión y administración de los servidores públicos, para el cumplimiento de los objetivos 
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encomendados a la entidad estatal a su cargo, confiriéndoles así mayor autonomía en el marco 
de un estricto régimen de responsabilidad correlativa. 

Para el contrato interadministrativo a suscribirse, y en virtud del objeto a desarrollar, se trata 
de un contrato interadministrativo innominado, destacándose que en todo caso implica la 
gestión de recursos y la posterior administración, operación y mantenimiento para la adecuada 
prestación del servicio. 

Por lo anterior y teniendo en cuenta los objetivos del Fondo FAER, así como las 
responsabilidades previstas en la Constitución Política y demás normas mencionadas en la 
primera parte del presente estudio, a partir de la construcción, y energización del proyecto 
aprobado se pretende ampliar la cobertura, mejorar la calidad y continuidad del servicio y 
satisfacer la demanda de energía en las zonas interconectadas ubicadas en las diferentes 
veredas de los municipios de San José Del Guaviare, El Retorno, Calamar y Puerto Concordia, 
de los departamentos de Guaviare y meta y, el MINISTERIO consideró que por las características 
del proyecto el cual cuenta con viabilidad técnica y financiera emitidos por la Unidad de 
Planeación Minero-Energética-UPME, teniendo en cuenta que EMPRESA DE ENERGIA ELECTRICA 
DEL DEPARTAMENTO DEL GUAVIARE S.A. E.S.P.-ENERGUAVIARE S.A E.S.P cuenta con una 
reconocida experiencia en la gestión de proyectos de energización de las zonas rurales 
interconectadas.  
  
Que para efectos de la celebración de este Contrato, EL MINISTERIO cuenta con: i) El Certificado 
de Disponibilidad Presupuestal No. 8623, 8723 y 8523 de 2023 expedido por el Ministerio de 
Minas y Energía, ii) La aprobación de vigencias futuras mediante oficio 2-2023-048404 suscrito 
por el Director General del Presupuesto Público Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público.  

   
Que la Dirección de Energía Eléctrica elaboró el Estudio Previo del Contrato, los cuales forman 
parte integral del presente documento, previo concepto de viabilidad emitido por la UPME.   
  
Que el proceso se encuentra contemplado en el Plan de Anual de Adquisiciones para la vigencia 
2023 del Ministerio de Minas y Energía, en el código 83101807, bajo el PLC 2023-1964 
 

2. CONDICIONES QUE SE EXIGEN  
 
El objeto del contrato se desarrollará de conformidad con los compromisos u obligaciones  de 
las partes definidas en los estudios previos y la minuta del contrato. 
 
3. LA DETERMINACIÓN DEL OBJETO A CONTRATAR. 
 
Ampliar y prestar el servicio de energía eléctrica, en condiciones de calidad y confiabilidad, en 
las zonas rurales del Sistema Interconectado Nacional – SIN, ubicadas en el Mercado de 
Comercialización del OPERADOR DE RED, mediante la ejecución del Proyecto “REPOSICIÓN, 
REHABILITACIÓN Y MODERNIZACIÓN DE REDES DE DISTRIBUCIÓN Y SUBESTACIONES EN ZONAS 
DE DIFICIL GESTIÓN PARA MEJORAR LA CALIDAD DEL SERVICIO OFRECIDO POR ENERGUAVIARE 
S.A. E.S.P. EN MUNICIPIOS DEL GUAVIARE Y SUR DEL META” el cual será ejecutado por el 
OPERADOR DE RED bajo su responsabilidad, en los términos del presente Contrato, para la 
entrega de la infraestructura al MINISTERIO la cual es financiada con el Fondo de Apoyo 
Financiero para la Energización de las Zonas Rurales Interconectadas – FAER. 
 
4. PRESUPUESTO DE LA CONTRATACIÓN. 
 
El valor del presente Contrato es la suma de CUARENTA Y OCHO MIL CUATROCIENTOS TREINTA 
Y DOS MILLONES CIENTO DOS MIL NOVENTA Y SIETE M/CTE ($48.432.102.097), IVA incluido, 
de acuerdo con la siguiente distribución de recursos. 
 

VIGENCIAS 
USUARIOS 

APROBADOS 

VALOR DEL PROYECTO 
APROBADO POR ACTA 

CAFAER No. 62 

VALORES MAXIMO POR CONCEPTO 
POR VIGENCIA, CONFORME EL ACTA 

CITADA 

2023 27.128 $24.216.051.049 
$23.121.739.704 Obra (incluye la 

remuneración) 



 
 

 
 

Página 9 de 9 

$1.059.010.979 Interventoría 
$35.300.366 Capacitación 

2024 $14.529.630.629 

$13.873.043.822 Obra (incluye la 
remuneración) 

$635.406.587 Interventoría 
$21.180.220 Capacitación 

2025 $9.686.420.419 

$9.248.695.881 Obra (incluye la 
remuneración) 

$423.604.392 Interventoría 
$14.120.146 Capacitación 

TOTAL $48.432.102.097 $48.432.102.097 

 
El valor del presente Contrato se encuentra amparado con el Certificado de Disponibilidad 
Presupuestal No. 8623, 8723 y 8523 de 2023 y el oficio de aprobación de vigencias futuras con 
el radicado del MINISTERIO No. 2-2023-048404, emitido por el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, imputado presupuestalmente así:   

  
VIGENCIAS  CDP/VF VALOR 

2023 CDP  
$24.216.051.04

9 
  

2024 VF  
$14.529.630.62

9 
  

2025 VF  $9.686.420.419   
TOTAL $48.432.102.097   

 
5. ESTUDIOS Y DOCUMENTOS PREVIOS  
 
Que los estudios y documentos previos que dieron lugar a esta contratación se pueden 
consultar en el Grupo de Gestión Contractual del Ministerio de Minas y Energía ubicado en la 
Calle 43 No. 57-31 C.A.N. Bogotá D.C. Y en la plataforma de contratación pública SECOP. 
 
 
Se expide en Bogotá, D.C. a los  27 días del mes de diciembre de 2023. 
 

 
 
 
 

ANDREA BENAVIDES MAYORCA 
SUBDIRECTORA ADMINISTRATIVA Y FINANCIERA 
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